PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE SANCIONES PARA LOS HECHOS DE VIOLENCIA COMETIDOS CON OCASIÓN DE ESPECTÁCULOS DEPORTIVOS.

BOLETÍN N° 3769-04

Desde 1994, nuestro país cuenta con una legislación especial para la prevención y condena de los actos de violencia ocurridos en espectáculos de fútbol profesional, la ley N° 19.327, la cual ha sido perfeccionada para su mejor aplicación.

Sin duda ella se ha convertido en un importante instrumento para combatir acciones delictuales y violentas por parte de quienes asisten a este tipo de espectáculos, pero que no representan en ningún caso el espíritu deportivo que se asocia a estos eventos.

Sin embargo, la especificidad del ámbito de aplicación de dicha ley impide la prevención y sanción en términos similares para otro tipo de deportes que no sean el fútbol profesional.

Aún cuando los hechos de violencia en los eventos deportivos son asociados, principalmente, a dicha actividad y a las llamadas “barras bravas” que alienta a los equipos de fútbol, lo cierto es que los demás deportes no están exentos de que se presenten circunstancias que empañen el espectáculo o pongan en riesgo la seguridad de los protagonistas o de los mismos asistentes.

Chile tiene experiencia de que esto puede suceder. Sin ir más lejos, el año 2000, el tenis nacional sufrió un duro castigo de la Federación Internacional de Tenis, por los incidentes ocurridos durante uno de los partidos de Copa Davis jugados contra Argentina en la cúpula del Parque O’Higgins.  El lanzamiento de diversos objetos hacia la cancha, incluidas las mismas sillas del recinto, por parte de los espectadores, no sólo provocó la suspensión de ese encuentro, sino que significó el equipo chileno no jugara el repechaje al Grupo Mundial frente a Marruecos ese año y actuaran sólo de visita por dos años.  Pero quienes iniciaron estos incidentes o participaron de ellos, no recibieron sanción alguna, quedando impunes del gran daño producido a la imagen internacional de nuestro país en esa instancia.

Por ello, es que se considera necesario establecer una normativa que busque impedir este tipo de acciones no sólo en el fútbol profesional, sino que en todos los eventos deportivos, atendiendo a la responsabilidad que les cabe a los organizadores y dirigentes por la seguridad que debe primar en ellos, así como a la conducta responsable y acorde con el espíritu de sana competencia que deben tener los mismos asistentes y espectadores de dichos espectáculos.

En virtud de todo esto, es que tengo a bien proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

FIJA NORMAS PARA LA SANCIÓN DE LOS HECHOS DE VIOLENCIA COMETIDOS CON OCASIÓN DE ESPECTÁCULOS DEPORTIVOS DE CARÁCTER PROFESIONAL Y AMATEUR.
TITULO ÚNICO

De los delitos cometidos con ocasión de espectáculos deportivos profesionales y amateurs.

Artículo 1°.-
El que con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo profesional o amateur, causare desordenes o tuviere conductas que impidan el normal desarrollo del evento o pongan en riesgo la seguridad de las personas, y sin causar lesiones a éstas o daños a la propiedad, será sancionado con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.

Artículo 2°.-
El que con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo profesional o amateur causare lesiones a las personas o daños a bienes, ya sea en el recinto donde éste se realiza o en sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio, a excepción que el hecho delictual merezca una pena superior.

Artículo 3°.-
El que en las mismas circunstancias mencionadas en el artículo anterior, y sin cometer esos delitos, portare armas o elementos idóneos para perpetrarlos, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio, salvo que el delito merezca una pena superior.

Artículo 4°.-
El que incitare o promoviere la ejecución de las conductas descritas precedentemente, será sancionado con presidio menor en su grado medio.



Si se tratara de los representantes legales o dirigentes de los clubes participantes del espectáculo deportivo profesional o amateur, que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la organización de tales eventos, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los artículos 1° y 2°, serán sancionados con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.

Artículo 5°.-
Las conductas descritas en los artículos anteriores recibirá, en todo caso, las siguientes penas accesorias:

a) Inhabilitación por quince años para ser dirigente o representante legal de un club deportivo profesional o amateur.

b) Inhabilitación absoluta, por el tiempo que dure la condena, para asociarse a un club o asociación deportiva profesional o amateur.

c) Prohibición para asistir, durante el tiempo de condena, a los espectáculos deportivos profesionales o amateur correspondientes, con obligación de presentarse en el lugar fijado por el juez en los días y horas en que ellos se realicen.

Esta sanción podrá ser aplicada como medida cautelar por el tribunal, a petición del fiscal, del querellante o de la víctima, después de formalizarse la investigación. El tiempo de duración de ésta, será imputado a la sanción definitiva.

Artículo 6°.-
Se considerarán circunstancias agravantes especiales:

a) Ser integrante o actuar dentro de un grupo organizado para la realización de los delitos descritos, o ser socio de alguno de los clubes o asociaciones deportivas profesionales o amateur que participen del espectáculo.

b) Ser organizador o protagonista en el espectáculo deportivo, o dirigente de alguno de los clubes o asociaciones participantes en él.

c) Actuar bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas.

d) Haber causado lesiones a técnicos, dirigentes, organizadores, protagonistas o encargados de la seguridad del espectáculo deportivo.

Artículo 7°.-
Si el infractor no ha sido condenado a una pena superior a las contempladas en esta ley, y de sus antecedentes personales, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, puede presumirse que no volverá a delinquir, el juez, una vez ejecutoriada la sentencia, podrá conmutar, de acuerdo con el infractor, la pena privativa de libertad por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad. 

La resolución que otorgue la conmutación deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. Los trabajos se realizarán por un tiempo no inferior al fijado para la sanción que se conmute, ni superior al doble de ella, de preferencia sin afectar la jornada laboral que tenga el infractor y en los fines de semana, con un máximo de ocho horas semanales. 

La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, y deberá cumplirse íntegramente la sanción primitivamente aplicada, a menos que el juez, por resolución fundada, determine otra cosa.
Artículo 8°.-
 A las personas menores de edad que cometan los delitos contemplados en esta ley, se les aplicarán las normas previstas en la Ley Nº 16.618, de Menores.

Si el menor fuere mayor de dieciséis añosy menor de dieciocho años, y se declara que obró sin discernimiento, el juez de letras de menores podrá imponerle, sin perjuicio de las medidas de protección previstas en ese cuerpo legal, las siguientes:

a) Prohibición para asistir, hasta por un año, a los espectáculos deportivos profesionales o amateur correspondientes, con obligación de presentarse en el lugar fijado por el juez en los días y horas en que ellos se realicen.

b) Actividades determinadas en beneficio de la comunidad, las que deberán fijarse de común acuerdo con el infractor. Las actividades en beneficio de la comunidad se regirán, en cuanto a su forma, por lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 6°, y no podrán tener una duración superior a dos meses.

La persona que tuviese a su cargo el cuidado del menor será civilmente responsable de los perjuicios que éste cause.
